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I . INTRODUCCIóN

1 objeto del presente trabajo es analizar la naturaleza jurídica de
los órganos autónomos constitucionales en el marco de la
Administración Pública mexicana y evaluar si estos órganos han

sido útiles en la realización de las tareas que les ha encomendado la
Constitución.

Las hipótesis iniciales de las que parte este trabajo, que serán corro-
boradas a lo largo del mismo, son: 1) Los órganos constitucionales autó-
nomos, aunque no se ubican formalmente dentro de la administración
pública ni en los tres poderes tradicionales del Estado, forman parte del
Gobierno y apoyan tareas muy concretas; 2) Las razones por las que sur-
gieron son varias, como la especialización técnico-administrativa, evitar
los excesos de los partidos, mantener tareas prioritarias fuera de la
coyuntura política y lograr credibilidad e imparcialidad en funciones
estatales cuestionadas; 3) Se requiere fortalecer estos órganos autóno-
mos por las funciones políticas estratégicas que cumplen dentro del régi-
men constitucional mexicano.

Para ello, en el presente trabajo se explica cómo se ubican los órganos
autónomos en la administración pública mexicana, su nacimiento en
Europa en el Siglo xix, las teorizaciones sobre su naturaleza y su regu-
lación en las Constituciones europeas y latinoamericanas. Se analiza el
concepto de autonomía, las características actuales de los órganos autó-
nomos y cuáles órganos se encontraron en nuestro país.
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El trabajo refiere cómo regula la Constitución vigente estos órganos,
sus funciones, estructura y forma de designación de sus directivos. Al
final, como conclusiones, se formulan propuestas concretas para mejo-
rar el funcionamiento de estos órganos y dotarlos de mayor autonomía.
La realización de esta investigación requirió consultar a cerca de veinte
autores nacionales y extranjeros.

2. ADMINISTRACIóN PúBLICA Y óRGANOS AUTóNOMOS

La administración pública federal en México, de acuerdo a la
Constitución y la ley de la materia, puede ser centralizada y paraestatal.
La primera comprende a las Secretarías de Estado y la Consejería
Jurídica del Ejecutivo Federal. La segunda, a los organismos descentra-
lizados, las empresas de participación estatal, las instituciones nacionales
de crédito, las organizaciones auxiliares nacionales de crédito, las institu-
ciones nacionales de seguros y fianzas y los fideicomisos públicos.

Durante la última década han surgido en nuestro país varios organis-
mos que no se ubican en esta división formal que hace la legislación
mexicana, ni en el esquema tradicional de la división de poderes, aun-
que generalmente desempeñan funciones de auxilio o apoyo al Poder
Ejecutivo. La doctrina los ha denominado “ órganos constitucionales
autónomos” , han sido establecidos a nivel constitucional y gozan de una
amplia autonomía. Empecemos por ver qué se entiende por este último
término.

El sentido de la palabra “ autonomía” ha variado con el tiempo. Los
griegos llamaban autonomoi y los romanos auíonomi a los estados que
se gobernaban por sus propias leyes y no estaban sometidos a ningún
poder extranjero. Este es el verdadero significado de la palabra, según el
cual autonomía equivale a independencia. No obstante no siempre se ha
dado a la palabra su verdadera acepción.'

Así, encontramos varios significados del término “ autonomía” . Desde
el punto de vista gramatical, el Diccionario de la Lengua de la Real
Academia Española lo define como “ potestad que dentro del Estado
pueden gozar municipios, provincias, regiones u otras entidades de él,
para regir intereses peculiares de su vida interior, mediante normas y
órganos de gobierno propios.2

Desde el punto de vista jurídico, Joaquín Escríche, en su Diccionario
Razonado de Legislación y Jurisprudencia, define la “ autonomía” como

1 ENCICLOPEDIA JURÍ DICA OMEBA. Tomo I, Letra A. Buenos Aires, Driskill, S. A., 1979. p. 96L
1 REAL ACADEMIA ESPAñOLA. Diccionario de la Lengua Española. Madrid, Ed. Espasa-Calpe S. A., 1992.

p. 165.
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la libertad de gobernarse por sus propias leyes o fueros; el que se gobier-
na por sus propias leyes, como algunas provincias que siendo parte inte-
grante de una nación, tienen sin embargo sus leyes y fueros particulares.3

Para Guillermo Cabanellas, “ autonomía administrativa” es la “ libertad
que se reconoce a una región, provincia, ciudad o pueblo, para dirigir,
según normas y órganos propios, todos los asuntos concernientes a su
administración regional, provincial o municipal” .4

Rafael de Pina conceptúa a la “ autonomía” como “ la potestad de que,
dentro del Estado, pueden gozar las entidades políticas que lo integran,
dentro de una determinada esfera territorial, y que les permite
la tienen— la gestión de sus intereses locales por medio de organizacio-
nes propias formadas libremente por los ciudadanos” .5

Ahora pasaremos a analizar los antecedentes, naturaleza y caracterís-
ticas de los órganos autónomos. El esquema que seguiremos es el plan-
teado por el maestro Jaime Cárdenas Gracia. Según este autor, en las
últimas décadas han aparecido en Europa y en América Latina, distintos
órganos constitucionales con diversos grados de independencia de los
tres poderes tradicionales. Tal proliferación, si se entiende correctamen-
te, implica el replanteamiento de la teoría de la división de poderes.6

Esta teoría, formulada inicialmente por Montesquieu, no debe enten-
derse en forma absoluta y rígida, como si las diferentes funciones y
poderes de un mismo Estado constituyesen compartimentos aislados,
totalmente incomunicables entre sí. Por el contrario, no se trata propia-
mente de una rígida separación, sino, más bien, de una distribución de
funciones y poderes, necesitada de una serie de relaciones, controles e
intervenciones mutuas y recíprocas. La división de poderes constituye el
resultado histórico de la lucha contra el absolutismo de los reyes en
nombre de los derechos del pueblo: legislativo popular, pues, intentando
limitar el poder omnímodo del ejecutivo dominado por el rey y, junto a‘
ello, lucha por la independencia del poder judicial. En la actualidad, la tri-
nidad de poderes se ha hecho demasiado simple para explicar la división
del poder en un Estado y en una sociedad acentuadamente complejos.7

En efecto, hoy los poderes suelen estar — según Cárdenas— además
de en las instituciones, en la sociedad: partidos, organizaciones empre-
sariales y medios de comunicación. Además, en los sistemas constitu-

uando

J ESCRJCHE, Joaquín. Diccionario Razonado de Legislación y Jurisprudencia. Bogotá, Ed. Temis S.A.,
1987. p. 607.

4 CABANELLAS, Guillermo. Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual. Tomo I. Buenos Aires, Ed.
HeHasta S.R.L., 1981. p. 423.

5 PINA, Rafael de y PINA VARA, Rafael de, Diccionario de Derecho. México, Ed. Ponúa, S.A., 1985. p. 112.
6 CáRDENAS GRACIA, Jaime, GARCíA CAMPOS, Alan y NIETO CASTILLO, Santiago Estudios jurídicos en

torno al Instituto Federal Electoral. México, Instituto de Investigaciones Jurídicas, UNAM, 2000. pp. 20-21.
7 TORRES BOURSAULT, Leopoldo. La división de poderes en la España de hoy. Sistema, Revísta de

Ciencias Sociales, No. 117, noviembre de 1993. Madrid, Fundación Sistema, 1993, pp. 19-23.
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cionales contemporáneos existen un sinnúmero de órganos que no pue-
den encasillarse dentro de los tres poderes tradicionales. Las razones por
las que surgen estos órganos son varias: especialízación técnico-admi-
nistrativa, enfrentar los efectos perniciosos de la partidocracia, realiza-
ción de tareas que no deben estar sujetas a la coyuntura política pero que
son parte de las atribuciones naturales del Estado y, en el caso de los
electorales, necesidad de contar con las máximas garantías de imparcia-
lidad en estos procesos. La constitucionalización de estos órganos no ha
traído aparejada una sólida teoría que explique su naturaleza jurídica.
Existe, no obstante, una “ teoría de los órganos constitucionales” de viejo
cuño, de origen alemán, tomada de Jellinek, quien en su Sistema de los
derechos públicos subjetivos y en su Teoría General del Estado desa-
rrolla una teoría en este sentido. También Santi Romano, en su obra
Noción y naturaleza de los órganos constitucionales de 1898 y en su
Curso de derecho constitucional los distinguirá de los órganos adminis-
trativos. García Pelayo señala que la noción de órganos constitucionales
adquiere gran importancia al ser analizada por los teóricos la condición
jurídica de los Tribunales Constitucionales, sobre todo en Alemania y en
Italia.8

Paolo Biscaretti di Ruffia se refiere a los órganos constitucionales al
apuntar que los órganos estatales pueden clasificarse desde distintos
puntos de vista, siendo la más importante distinción, la de órganos
“ constitucionales” y “ dependientes” , que diferencia algunos órganos,
llamados también “ supremos” , de la masa de los órganos subordinados,
en cuanto se encuentran en el vértice de la organización estatal y, por
esto, no tiene superiores y son sustancialmente iguales entre sí. En los
ordenamientos constitucionales democráticos contemporáneos se consi-
deran generalmente “ órganos constitucionales” : el Jefe del Estado, las
Cámaras legislativas, los ministros, con frecuencia el órgano colegiado
a la cabeza del Poder judicial, y el posible Tribunal Constitucional. De
todos modos, la pluralidad de tales órganos constitucionales, en él vérti-
ce de la organización estatal, constituye la nota esencial que diferencia
la forma de gobierno constitucional de la absoluta, en la cual se encuen-
tra, en cambio, un único órgano constitucional (sobre todo, en el pasado,
un monarca hereditario).9

Antes de definir a los órganos autónomos, conviene distinguir el con-
cepto de “ autonomía” del de “ independencia” . Autonomía implica capa-
cidad de gestión independiente de una esfera de asuntos propios. La doc-
trina pone mayor énfasis en destacar el poder de decisión sobre esos
asuntos que la autonomía comporta y destaca que uno de sus significa-

* CáRDENAS GRACIA, Jaime, GARCíA CAMPOS, Alan y NIETO CASTILLO, Santiago, op. cil. p. 22.
v BISCARETTI DI RUFFIA, Paolo. Derecho Constitucional. Madrid, Ed. Tecnos, 1987, pp. 193-194,
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dos etimológicos es, precisamente, el de capacidad de dictar normas
(autonormarse), en definitiva, de decidir y ordenar. La autonomía, en
cualquier caso, expresa un poder limitado, se integra en otro poder que
es superior (el de soberanía, que sólo corresponde al Estado). Por ello,
la autonomía sólo se predica de entidades integradas en la organización
estatal, de la que forman parte y a cuya unidad no pueden oponerse.10

Este concepto de autonomía es distinto del de independencia, según la
profesora española Mercedes Fuertes, para quien la autonomía significa
algo más que el simple ejercicio de competencias descentralizadas, pues
atribuye una libertad de actuación mucho más decisiva, al incluir tam-
bién la posibilidad de elegir entre distintas opciones políticas. Sin
embargo, no puede entenderse que tal libertad de elección y de actuación
suponga comportamientos del todo independientes, separados del resto
de la dirección política de los asuntos públicos. La autonomía así enten-
dida no puede ser un vehículo para ejercer facultades independientes.
Por definición, el poder independiente no reconoce ninguna limitación o
sujeción, mientras que la autonomía se circunscribe de forma necesaria
bien a un marco determinado, bien a unas funciones concretas, bien a
otros definidos parámetros."

Se entiende por órganos constitucionales autónomos aquéllos — inme-
diatos y fundamentales— que se establecen en la Constitución y que no
se adscriben claramente a ninguno de los poderes tradicionales de)

Estado. Representan una evolución de la teoría clásica de la división
de poderes porque se asume que puede haber órganos ajenos a los tres
poderes tradicionales sin que se infrinjan los principios democráticos o
constitucionales. Aunque tienen su origen, como ya vimos, en el siglo
xix, se desarrollan en éste, principalmente en los países europeos — el
más importante ha sido el Tribunal Constitucional— y tienen por fina-
lidad controlar a los poderes tradicionales por la fuerte presencia que en
ellos, en el gobierno o en el Parlamento, tienen los partidos, esto es “ des-
partídocratizarf ' el funcionamiento del Estado. Son generalmente órga-
nos técnicos que no se guían por intereses partidistas o coyunturales y,
para su funcionamiento ideal, no sólo deben ser independientes de los
poderes tradicionales, sino de los partidos y de otros grupos o factores
reales de poder. Son órganos de equilibrio constitucional y político, y sus
criterios de actuación no pasan por los intereses inmediatos del momen-
to sino que preservan la organización y el funcionamiento constitucio-
nal. En última instancia, son órganos de defensa constitucional y de la

Clt COíJCLíLLUELA MONTANER, Luis. Manual de derecho administrativo. Tomo í. Madrid, Ed. Cívítas S.A.,
1992. pp 186*187 .

11 FUERTES, Mercedes. El proyecto de Ley de Autonomía dei Banco de España. Revista de Derecho
Bancario y Bursátil, No. 51, A ño XII, julio-septiembre 1993. Madrid, Centro de Documentación Bancaria y
Bursátil, i993. pp. 753-754.
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democracia y, por eso, es preciso que estén contemplados en la Cons-
titución a fin de que ella regule su integración y estructura para que su
funcionamiento posterior sea independiente.12

Estos órganos suelen tener funciones propias, reconocidas y garanti-
zadas en la Constitución, y son capaces de emitir actos definitivos, salvo
el control jurisdiccional que sobre ellos pueda ejercerse. La doctrina ha
avanzado por lo que ve a los conflictos competenciales de ellos con otros
órganos del Estado. Una de las razones que dificulta la elaboración de
una teoría homogénea consiste en el hecho de que cada país, constitu-
cionalmente, y a veces a través de la legislación, ha extendido o limita-
do su número, sus características y sus niveles de independencia.

Los órganos constitucionales autónomos o auxiliares de las funciones
del Estado como también se les llama, o de relevancia constitucional que
es otra de sus denominaciones, son una especie del género órganos cons-
titucionales. A su vez, los órganos constitucionales pueden ser clasifica-
dos de varias formas. Una clasificación de los órganos constitucionales
nos diría que existen: los poderes del Estado tradicionales (Ejecutivo,
Legislativo y Judicial); los órganos de una federación (estado federal,
entidades federativas y municipios); en algunos países como Alemania
o Italia, fracciones de los órganos tradicionales como las comisiones de
investigación del Poder Legislativo; entes de relevancia constitucional,
como los partidos en algunos países; y finalmente, los órganos constitu-
cionales autónomos.13

Existen voces críticas respecto a los órganos autónomos, que cuestio-
nan seriamente su propia naturaleza. Así, el maestro Miguel Acosta
Romero asevera que la autonomía de estos órganos no llega a precisar-
se con claridad, pues de todas maneras se trata de organismos creados
por el Estado, dotados de personalidad jurídica y patrimonio también por
el Estado y que prestan servicios y desempeñan actividades que, o
corresponden al Estado o son de interés público. Es muy discutible que
estos organismos constituyan estrictamente poderes del Estado mexica-
no, o es el inicio de la anarquía, de instituciones del Estado que están
fuera del marco de referencia de los poderes.14

3. LOS ÓRGANOS AUTÓNOMOS EN EL DERECHO COMPARADO

Algunas constituciones europeas se refieren claramente a este tipo de
órganos. Así, la actual Ley Fundamental de Bonn de 1949, en su artícu-

12 CáRDENAS GRACIA, Jaime, GARCíA CAMPOS, Alan y NIETO CASTILLO, Santiago, op. cit. pp. 22*23.
13 CáRDENAS GRACIA, Jaime F. Una Constitución para la democracia. Propuestas para un nuevo orden

constitucional. México, Instituto de Investigaciones Jurídicas, UNAM, 2000. p. 245.
14 ACOSTA ROMERO, Miguel. Teoría general del derecho administrativo. Primer curso. México, Ed.

Porrúa S.A., 1995. pp. 621*628.
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lo 93, alude a ellos cuando señala: “ El Tribunal Constitucional Federal
conoce de la interpretación de la presente Ley Fundamental respecto a
controversias sobre el alcance de los derechos y deberes de un órgano
supremo de la Federación o de otros interesados dotados de derechos
propios por la presente ley fundamental o por el reglamento interno de
un órgano supremo de la Federación” .

En Italia, la Constitución de 1947, en su artículo 134 dice: “ La Corte
Constitucional juzga: los conflictos de competencia entre los poderes del
Estado y los conflictos entre el Estado y las Regiones y entre las
Regiones” . Por poderes del Estado, la jurisprudencia constitucional ita-
liana ha incluido a un gran número de órganos-poderes que entiende son
de relevancia constitucional y con funciones independientes a las tradi-
cionales del Estado.15

El Tribunal Constitucional de Austria tiene competencia para resolver
controversias constitucionales entre el Tribunal de Cuentas y el gobier-
no federal o algún ministro federal o gobierno de un Lander, o entre el
gobierno y el “ ombudsman” .

En España, además del antecedente de la Constitución de la Segunda
República de 1931 que admitía como órgano constitucional al Tribunal
de Cuentas, la actual Constitución de 1978 reconoce ciertos órganos de
relevancia constitucional como el Tribunal de Cuentas, el Defensor del
Pueblo, el Consejo de Estado, el Consejo Económico Social, el Consejo
General del Poder Judicial y la misma Corona, entre otros.16

En el derecho norteamericano, por la tradición jurídica del país y por
la antigüedad de su Constitución, no están previstos los órganos consti-
tucionales autónomos. Sin embargo, nadie pone en duda la evolución de
ciertos órganos necesarios para el funcionamiento institucional, que han
adquirido características de órganos autónomos como es el caso de la
Reserva Federal.

Los países latinoamericanos reconocen los órganos constitucionales
autónomos. Guatemala tiene un Tribunal Constitucional ajeno al poder
judicial. Hay casos paradigmáticos como la jurisdicción electoral espe-
cializada de Costa Rica o la Contraloría General de la República de
Chile (otro ejemplo clásico es su Banco Central); o en Uruguay, el
Tribunal de lo Contencioso Administrativo, el Tribunal de Cuentas y la
Corte Electoral.17

13 CARDENAS GRACIA, Jaime F. op. cit.. pp 246-247.,f’ Ibidem , p. 247.
17 Ibidem, p. 248.
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4. CARACTER~STICAS DE LOS ÓRGANOS AUTÓNOMOS 

El constitucionalista español Manuel García-Pelayo enumera algunas 
características de los órganos constitucionales: a) La inmediatez; es 
decir, deben estar establecidos y configurados directamente en la Cons- 
titución. b) La esencialidad; son necesarios para el Estado democrático 
de derecho contemporáneo. c) Dirección política; participan en la direc- 
ción política del Estado y de ellos emanan actos ejecutivos, legislativos 
o jurisdiccionales, que contribuyen a orientar de modo decisivo el pro- 
ceso de toma de decisiones del Estado. d) Paridad de rango; mantienen 
con los otros órganos del Estado relaciones de coordinación (cada uno 
es supremo en su orden e independiente en sus funciones). e) 
Autonomía; generalmente poseen autonomía orgánica y funcional, y en 
ocasiones pres~puestaria.'~ 

El maestro Jaime F. Cárdenas Gracia agrega a estas características, 
los siguientes principios que norman a los órganos constitucionales 
autónomos: 

1. La autonomía o independencia no exclusivamente funcional, sino tambikn 
financiera. Todo órgano constitucional autónomo exige de un presupuesto que no 
esté determinado por ley secundaria o sea el producto de las convenciones poli- 
ticas del momento, sino de una decisión constitucional que determine claramen- 
te las bases o el porcentaje que debe corresponderle. Esa es una de las mejores 
garantias para su independencia. 
2. Integración de los órganos constitucionales autónomos y estatuto de sus titu- 
lares. Los titulares de estos órganos deben ser propuestos preferentemente por el 
Poder Legislativo, con mayorías calificadas superiores a las dos terceras partes 
del Congreso. Tendrán que contar con las garantías o el estatuto personal de los 
jueces y magistrados, esto es, selección justa e imparcial, inamovilidad, remune- 
ración suficiente y prohibición de su reducción, designaciones escalonadas y ser- 
vicio civil de carrera para los funcionarios de estos órganos. 
3. Apoliticidad. Los órganos constitucionales autónomos son órganos tkcnicos y 
no políticos. A sus miembros les estará prohibido, bajo severas sanciones, ser 
militantes de partidos o miembros de cualquier grupo de interes, o actuar bajo 
consignas. 
4. Inmunidades. Los titulares de estos órganos pueden ser removidos por el seiía- 
lamiento de responsabilidades. Sin embargo, es conveniente que cuenten con 
inmunidades para algunos actos que realicen y sean propios de su función, asi 
como algunos privilegios procesales de los que gocen los miembros del Poder 
Judicial. 
5. Responsabilidades. Los órganos constitucionales autónomos informarán 
periódicamente de sus actividades al Congreso y a los ciudadanos. 
6. Transparencia. Los actos y decisiones de los órganos autónomos podrán ser 
conocidos por cualquier ciudadano, y cualquiera deberá tener acceso a la infor- 
mación, incluyendo obviamente los órganos del Estado. 



7. Intangibilidad. Deberán ser órganos permanentes, o por lo menos para cuya 
derogación se podría exigir un procedimiento de reforma constitucional mucho 
más reforzado que el proceso de :eforma constitucional ordinario. 
8. Funcionamiento interno apegado al Estado de Dei-echo. Es decir, seria impres- 
cindible que en las responsabilidades administrativas de los funcionarios de los 
respectivos órganos, éstos cuenten con todas las garantias constitucionales y pro- 
cesales: presunción de inocencia, oralidad, publicidad de los procesos y derecho 
de defensa.lq 

Ahora bien, las tendencias modernas de la administración pública o de 
la Ciencia de la Administración, sostienen cr~terios más pragmáticos al 
caracterizar la autonomia de las instituciones. Es el caso de varios inves- 
tigadores del Centro de Investigación y Docencia Económicas (CIDE). 
Para Jorge Culebro Moreno, la autonomia de los órganos de la adminis- 
tración pública se puede entender a través de dos elementos: el primero 
es el margen de maniobra de que disponen para tomar decisiones impar- 
ciales orientadas por su objetivo y basadas en función de criterios técni- 
cos; el segundo se encuentra en su capacidad para evitar ser capturada 
por miembros de la elite política o del sector que regula. Esta habilidad 
puede tener su origen, entre otros factores, en el marco institucional pre- 
visto por la ley, de tal suerte que la independcncia formal no es absolu- 
ta y se convierte en un asunto de grado.2o 

En similar sentido, María de Lourdes Amaya Ventura, entiende por 
"autonomía" la capacidad del órgano de toniar decisiones imparciales 
basadas en criterios técnicos, sin que aquéllas se vean afectadas por pre- 
siones políticas o económicas. Esto por dos razones: 1" La adecuada pre- 
servación del interés público, es decir la eficiencia en los mercados, 
requiere de un organismo que no tenga motivos para favorecer a ningu- 
no de los intereses particulares contendientes; es decir, requiere un orga- 
nismo que sea neutral. 2" Del desempeño de estos órganos dependerá la 
credibilidad de la política reguladora en su conjunto; si los agentes eco- 
nómicos tienen motivos para sospechar que la dependencia encargada de 
implementar dicha política no toma sus decisiones libre de cualquier 
tipo de presión, se verán desmotivados para participar en el mercado 
correspondiente y esto, a su vez, tendrá costos en términos de la efi- 
ciencia del mismo.'' 

También del CIDE, Carlos Moreno Jaime' afirma que "autonomia" 
puede entenderse, no sólo en un sentido jurisdiccional (que pone el énfasis 

" lbrdem. pp 250-252. 
'" CULEBRO MORENO, Jorge Auronomio odminlstratruo: el coso 'le la Comrsi6n Nacional Boncorra y de 

Voiores. Mkxico, Centro de Invesl,gaciÓn y Docencia EcanÓrnicar, 1999, p. 2. 
AMAYA VENTURA, Maria de Lourdes. Oporrunldadesy obsiónrlosporo lo nulonontia admmtslrol,va en 

Méxtco: el coso de lo Comrsión Federal de Competenc,~ Mkxici>. Cenuo de Investigaci6n y Docencia 
Econ6rnicas, 1997, p. 4. 
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en las restricciones impuestas al organismo por autoridades jerhrquica- 
mente superiores, generalmente del poder ejecutivo), sino también como 
la capacidad de un órgano de tomar decisiones con apego a criterios estric- 
tamente reglamentarios, fuera de consideraciones de tipo 

En nuestro país, de acuerdo a los criterios que hemos expuesto, existirían 
los siguientes órganos constitucionales autónomos: el Instituto Federal 
Electoral (IFE), la Comisión Nacional de Derechos Humanos (CNDH), el 
Consejo de la Judicatura Federal, la Entidad de Fiscalización Superior 
de la Federación y el Banco de México (BANXICO). 

La razón de ser de estas instancias autónomas, para el investigador 
Jos6 Barragán Barragán, es acotar el poder que en la práctica tiene el 
Presidente de la República. En el país se necesitan estos entes autóno- 
mos porque la falta de contrapesos reales al Presidente ha despertado 
dudas sobre la independencia organizativa y funcional de esos organis- 
mos. De lo que se trata es que esas autonomías no salgan del control de 
la soberanía y rivalicen con las instituciones democráti~as.~~ 

El Instituto Federal Electoral se encuentra regulado en el artículo 41, 
fracción 111, de nuestra Constitución, que dispone: 

La organización de las elecciones federales es una funci6n estatal que se realiza 
a travks de un organismo público autónomo denominado Instituto Federal 
Electoral, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propios, en cuya integra- 
ción participan el Poder Legislativo de la Unión, los partidos políticos naciona- 
les y los ciudadanos ... El Instituto Federal Electoral será autoridad en la materia, 
independiente en sus decisiones y funcionamiento y profesional en su desempe- 
Ro ... El Consejo General será su órgano superior de dirección y se integrara por 
un consejero Presidente y ocho consejeros electorales, y concurriran, con voz 
pero sin voto, los consejeros del Poder Legislativo, los representantes de los par- 
tidos políticos y un Secretario Ejecutivo ... El consejero Presidente y los conseje- 
ros electorales del Consejo General serán elegidos, sucesivamente, por el voto de 
las dos terceras partes de los miembros presentes de la Cámara de Diputados, o 
en sus recesos por la Comisión Permanente, a propuesta de los g ~ p o s  parla- 
mentarios ... El consejero Presidente y los consejeros electorales durarán en su 
cargo siete aflos ..." 

" MoRENo JAWES, Carlos. Aulonomk inslihrcio~l y regulación en M&o: el caso de lo Combión 
Reguladora de Energio. Mbxico, Cenm de Investigaci6n y Docencia Emn6micas, 1998, pp. 2-16. 

U BAWOLN BUUUOAN, Josb Opiniones acerca de la oulonomia de la Comisidn N o c i o ~ l  de Derechos 
Humanos. Revista Crónica Legislativa, 3' epoca, No. 6, enero-marzo de 1999. Mbxico, LVll Legislatura de 
la H.  Cgmara de Diputados, 1999, p. 104. 

" M A S A ,  Emilio O. y CABALLERO, Gloria. Mexicmo: esla es hi Comlihición. Mbxim, LVI Legislatura 
de la H. C h a r a  de Diputados. Ed. Ponúa S.A., 1997, p. 161-162. 
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En el articulo 102 Constitucional, apartado " B ,  se estableció la Co- 
misión Nacional de los Derechos Humanos, en los siguientes términos: 

El Conaeso de la Unión v las leaislaturas de las entidades federativas. en el 
ámbito2e sus respectivas competencias, establecerdn organismos de protección 
de los derechos humanos que ampara el orden juridico mexicano, los que cono- 
cerin de quejas en contra de actos u omisiones de naturaleza administrativa pro- 
venientes de cualquier autoridad o servidor público, con excepción de los del 
Poder Judicial de la Federación, que violen estos derechos. Los organismos a que 
se refiere el párrafo anterior, formulaiiúi recomendaciones públicas, no vincula- 
torias y denuncias y quejas ante las autoridades respectivas. Estos organismos no 
serán competentes tratándose de asuntos electorales, laborales y jurisdiccionales. 
El organismo que establezca el Congreso de la Unión se denominará Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos; contará con autonomia de gestión y presu- 
puestaria, personalidad juridica y patrimonio propios. 

La doctrina del "ombudsman", según el investigador Miguel Pérez 
López, ha sido contundente en considerar que es caractenstica necesaria 
e invaluable la autonomia del órgano tutelar de los derechos humanos, a 
efecto de que pueda cumplir con su funció~i. El "ombudsman" es un 
órgano independiente de cualquier poder. Su posición cercana, más no 
subordinada, al poder legislativo, le permite sostener su autoridad moral 
y política para formular sus resoluciones tiente a la administración 
pública. La autonomia es asegurada a través del estatuto juridico a que 
está sometido el "ombudsman", que permite garantizar su nombramien- 
to, inamovilidad, percepciones, personal adscrito y presupuesto.25 

La creación del Consejo de la Judicatura Federal en 1994, como órga- 
no constitucional administrativo con las faciiltades que le fueron resta- 
das a la Suprema Corte en materia de administración, vigilancia y disci- 
plina del Poder Judicial Federal, vino a resolver el problema de órganos 
jurisdiccionales que tienen a su cargo funciones administrativas. La 
Corte contaba con facultades no jurisdiccionales atribuidas por el orden 
juridico mexicano y que convirtieron al más alto tribunal del país en el 
órgano de gobierno del Poder Judicial FederaLZ6 

El Consejo de la Judicatura Federal quedo establecido en el artículo 
100 de la Constitución, como sigue: 

El Consejo de la Judicatura Federal será un órgano del Poder Judicial de la 
Federación con independencia tdcnica, de gestión y para emitir sus resoluciones. 
El Consejo se integrará por siete miembros de los cuales, uno será el Presidente 
de la Suprema Corte de Justicia, quien también lo será del Consejo; tres Con- 

" CONsTiTuC16N POLiTlCA DE LOS ESTADOS UNDOS MEXICANOS. hlkxico, Ed. P 0 h a  S.A., 2000, PP. 89-90. 
'V~.FZ LOPEZ, Miguel. Lo mronomio alcanrada La mfoejormo del marco comlirucioml de los órganos 

pmrecrores de los derechos humnos. Revista Quorurn, ARO VIII. No. 68, septiernbreaclubre de 1999. 
Mkxico, LVll Legislatura de la H. Cámara de Diputados, 1999, p. 57. 
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sejeros designados por el Pleno de la Corte, por mayoría de cuando menos ocho 
votos, de entre los Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito; dos Consejeros 
designados por el Senado y uno por el Presidente de la República ... Salvo el 
Presidente del Consejo, los demás Consejeros durarán cinco años en su cargo, 
serán sustituidos de manera escalonada, y no podrán ser nombrados para un 
nuevo periodo. Los Consejeros no representan a quien los designa, por lo que 
ejercerán su función con independencia e imparcialidad ..." 

La Entidad de Fiscalización Superior de la Federación, al igual que 
los anteriores órganos autónomos, se encuentra establecida en la Cons- 
titución, en un nuevo artículo 79,por reforma del 30 de julio de 1999. 
Dicho precepto asienta que: 

La entidad de fiscalización superior de la Federación, de la Cámara de 
Diputados, tendrá autonomía técnica y de gestión en el ejercicio de sus atribu- 
ciones y para decidir sobre su organización interna, funcionamiento y resolucio- 
nes, en los términos que disponga la ley. Esta entidad de fiscalización superior 
de la Federación tendrá a su cargo: 1. Fiscalizar en forma posterior los ingresos 
y egresos; el manejo, la custodia y la aplicación de fondos y recursos de los 
Poderes de la Unión y de los entes públicos federales, así como el cumplimien- 
to de los objetivos contenidos en los programas federales, a través de los infor- 
mes que se rendirán en los t6rminoc que disponga la ley. Tambikn fiscalizará los 
recursos federales que ejerzan las entidades federativas, los municipios y los par- 
ticulares ... 11. Entregar el informe del resultado de la revisión de la Cuenta 
Pública a la Cámara de Diputados ... La Cámara de Diputados designará al titular 
de la entidad de fiscalización por el voto de las dos terceras partes de sus miem- 
bros presentes ... Dicho titular durará en su encargo ocho aiios y podrá ser nom- 
brado nuevamente por una sola vez." 

Finalmente, el Banco de México adquirió su autonomia en 1993, al 
ser reformado el artículo 28 constitucional, párrafos sexto y séptimo, y 
quedar como sigue: 

El Estado tendrá un banco central que será autónomo en el ejercicio de sus fun- 
ciones y en su administración. Su objetivo prioritario será procurar la estabilidad 
del poder adquisitivo de la moneda nacional, fortaleciendo con ello la rectoría del 
desarrollo nacional que corresponde al Estado. Ninguna autoridad podrá ordenar 
al banco conceder financiamiento. 
No constituyen monopolios las funciones que el Estado ejerza de manera exclu- 
siva, a través del banco central, en las áreas estratégicas de acufiación de moneda 
y emisión de billetes. El banco central, en los términos que establezcan las leyes 
y con la intervención que corresponda a las autoridades competentes, regulará los 
cambios, así como la intennediación y los servicios financieros, contando con las 
atribuciones de autoridad necesarias para llevar a cabo dicha regulación y pro- 
veer a su observancia. La conducción del banco estará a cargo de personas cuya 

" M a o A R  h u m ,  Mario .  El Cowejo de lo Judicahrra Federal. Mkxiw, Ed. Porrúa S.A., 1998, pp. 90- 
91. 

" C O N S T I N C ~ ~ N  ~ o L t n c A  DE LOS ESTADOS UNIWS MEXICANOS. Op Cll.  p. 86. 



designación será hecha por el Presidente de la Repíiblica con la aprobación de la 
Cámara de Senadores o de la Comisión Pemanenie, en su caso; desempeñarán 
su encargo por periodos cuya duración y escalondmiento provean al ejercicio 
autónomo de sus funciones; sólo podrán ser removidas por causa grave y no 
podrán tener ningún otro empleo, cargo o comisióii, con excepción de aquéllos 
en que actúen en representación del banco y de los no remunerados en asocia- 
ciones docentes, científicas, culturales o de beneficencia. Las personas encarga- 
das de la conducción del banco central podrán ser sujetos de juicio político con- 
forme a lo dispuesto por el artículo 110 de esta Coi~stitución.'~ 

Es necesario clarificar la naturaleza juridica de los órganos constitucio- 
nales autónomos, ante la confusión prevaleciente en la doctrina por la 
imposibilidad de ubicarlos en un poder tradicional del Estado (ejecutivo, 
legislativo o judicial) o dentro de la administración pública federal. Su 
naturaleza ambigua -amo en el caso de 13 personalidad de derecho 
público del Banco de México- más que significar un avance en la teo- 
ría constitucional como pretenden algunos autores, crea una incertidum- 
bre jurídica que puede ser aclarada mediante la jurisprudencia de la 
Suprema Corte y de los Tribunales Colegiados. 

Se requiere fortalecer a estos órganos autónomos por las funciones 
politicas estratégicas que cumplen dentro del régimen constitucional 
mexicano, consolidando su alejamiento de la esfera del Poder Ejecutivo, 
pero sometiéndolos cada vez más al control ile las cámaras legislativas, 
mediante la rendición de informes periódicos ante las mismas. Esto evi- 
tará el aislamiento en que actualmente se encuentran y propiciará la 
transparencia de su actuación. 

Una vez conseguida su autonomía funcional y administrativa, debe 
seguir su autonomía financiera (actualmente sólo la tiene realmente el 
Banco de México). Para ello, su presupuesto no deberá establecerse en 
ley secundaria, generalmente sujeta a las negociaciones interpartidistas, 
sino que las bases o el porcentaje para su filación deberá figurar en la 
Constitución. 

En el Instituto Federal Electoral, seria conveniente eliminar la figura 
de los consejeros del Poder Legislativo, por innecesaria, ya que se repi- 
te con la de los representantes de los partidos políticos. Los requisitos 
del Secretario Técnico deberán ser más rigidos para asegurar su perfil de 
apoliticidad e imparcialidad. También habría que acelerar la conforma- 
ción del servicio civil de carrera. 

" KABAS.<. Emilio O y CABALLERO. Gloria Op cit. p. 129. 
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La Comisión Nacional de Derechos Humanos deberá sustituir las 
recomendaciones no vinculatorias que emite por resoluciones ejecutivas 
que obliguen a las autoridades administrativas responsables. Deberá 
tener la capacidad para imponer sanciones a las autoridades renuentes o 
reincidentes. La forma de elección de los diez integrantes del Consejo 
Consultivo no debe ser la misma que la del Presidente del organismo 
+lección por dos terceras partes del S e n a d e  en virtud de que no se 
trata de un organismo colegiado, sino que el Consejo sólo tiene funcio- 
nes consultivas, por lo que el procedimiento para su designación debe 
ser distinto. 

En el Consejo de la Judicatura Federal, sería conveniente que no fuera 
presidido por el Presidente de la Corte. Además, en el esquema de vigi- 
lancia y supervisión del Consejo, la Corte queda sin ser supervisada, lo 
cual es injusto, por lo cual deben ampliarse las facultades del Consejo 
para incluir a la Corte. 

Al crearse la Entidad de Fiscalización Superior de la Federación en 
1999, se le atribuyeron algunas funciones que venia desempeñando la 
SECODAM, con lo que se generó confusión. Habría que distinguir clara- 
mente sus facultades con las de la Contraloría, pues parecerían presen- 
tarse duplicidades y contradicciones que deben resolverse. Convendría 
establecer que el titular de este órgano debe pertenecer a la primera 
minoría de la Cámara de Diputados, para asegurar un efectivo control 
del gasto público. 

La autonomía concedida al Banco de México en 1993 es insuficien- 
te, por lo que debe ampliarse modificando la forma de designación de 
sus directivos. Podría aplicarse el método de designación de los minis- 
tros de la Suprema Corte: el Ejecutivo somete una tema a consideración 
del Senado, el cual previa comparecencia de las personas propuestas, 
hace la designación, por el voto de las dos terceras partes de senadores 
presente. 




